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La sanción a CMQ y algunos debates interesantes 
 

Por Clara Rodriguez Llanos(*) 

 
 

I.Introducción y antecedentes 
 
La sanción a Cervecería y Maltería Quilmes S.A.I.C.A. y G. (“CMQ”) trajo consigo 
no sólo la aplicación de una multa, sino también una más o menos novedosa 
orden de cese que permite anticipar qué entiende la Comisión Nacional de 
Defensa de la Competencia (“CNDC”) sobre las restricciones verticales y el 
abuso de posición dominante de tipo exclusorio. 
 
Sin embargo, lo sucedido luego de la sanción hasta el día de hoy, tanto en sede 
administrativa como judicial, también ha suscitado interesantes planteos que 
vale la pena repasar. En este artículo se analizarán brevemente algunas de estas 
cuestiones a fin de intentar dejar planteado su debate.  
 
Para ello, se hará primero un somero repaso de los antecedentes acaecidos 
hasta el día de la fecha.  
 
a) La primera sanción: Resolución 866 
 
Con base en el Dictamen de la CNDC de fecha 10 de agosto de 2021, el 24 de 
agosto siguiente la anterior Secretaría de Comercio Interior emitió la Resolución 
N° RESOL-2021-866-APN-SCI#MDP (la “Resolución 866”), por la que sancionó 
a CMQ por un presunto abuso de posición dominante en los términos de los 
artículos 1 y 3, incisos b), d) y g) de la actual Ley N˚ 27.442 de Defensa de la 
Competencia (“LDC”). 
 
La investigación tuvo su origen en la denuncia presentada el 14 de marzo de 
2016 por Compañía Cervecerías Unidas Argentina S.A. (“CCU”) y Compañía 
Industrial Cervecera S.A. (“CICSA”); luego, el 8 de septiembre de 2016 Otro 
Mundo Brewing Company S.A. (“Otro Mundo”, y junto con CCU y CICSA, las 
“Denunciantes”) interpuso una nueva denuncia contra CMQ, expediente que se 
acumuló con el iniciado por CCU y CICSA. 
 

 
(*) Abogada (Universidad Torcuato Di Tella, 2012). Magíster en Derecho Internacional de los 
Negocios y Diploma Legal 360 – Management & Cross-Skills for Legal Professionals (ESADE 
Business & Law School, Barcelona, España, 2018-2019). Academy fellow (Academy of American 
and International Law, The Southwestern Institute for International & Comparative Law, 2017). 
Consejera en Pérez Alati, Grondona, Benites & Arntsen (PAGBAM), especializada en Derecho 
del Consumidor, Lealtad Comercial y Defensa de la Competencia. 
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En términos generales, por medio de la Resolución 866: 
 
- Se sancionó a CMQ al pago de la multa máxima prevista en el artículo 46 
inciso b) de la derogada Ley N˚ 25.156 de Defensa a la Competencia (la “LDC 
Derogada”), esto es, AR$150.000.000. La aplicación de la LDC Derogada fue 
justificada por la CNDC de la siguiente manera: “a fin de respetar las garantías 
de jerarquía constitucional, se deja aclarado que por tratarse de una conducta 
cuya ejecución comenzó durante la vigencia de dos normas (una abrogada por 
la otra), siempre se optará por aplicar aquella que sea más beneficiosa para el 
imputado. En consecuencia, corresponde aplicar la Ley N.º 25.156 en lo que 
hace a la sanción y remedios de la conducta investigada”; y 
 
- Se ordenó a CMQ:  
 
a) No establecer ningún tipo de acuerdo comercial (formal o informal) con los 
puntos de venta (tanto On Premise como Off Premise1) que tenga por objeto o 
efecto generar restricciones verticales sobre los canales de comercialización, 
como por ejemplo: (i) la exclusividad de venta de sus productos; (ii) ofrecer como 
primera opción sus productos; (iii) eliminar a los competidores de las cartas, 
menú u otros; (iv) limitar o prohibir la exhibición de los productos de la 
competencia a través de acuerdos de espacios exclusivos en góndolas o 
punteras; y (v) en los puntos de venta con espacio limitado para la disposición 
de una sola heladera (como kioscos y almacenes), exigir su uso exclusivo;  
 
b) Mantener una estrategia de comercialización de sus marcas de cerveza en 
forma independiente del resto de las bebidas que distribuye. En este sentido, 
CMQ no podrá establecer descuentos cruzados entre distintos productos, ni 
sujetar la venta de un producto a la adquisición de otro;  
 
c) En relación con los acuerdos de publicidad y promoción exclusiva de sus 
marcas de cerveza -a través de la entrega de mobiliario, marquesina u otros- 
cumplir las siguientes condiciones: (i) duración máxima de tres años; (ii) 
cláusulas precisas de rescisión anticipada luego del primer año; (iii) no establecer 
mecanismos de renovación automática; (iv) no prohibir la venta de productos de 
la competencia ni establecer un orden de preferencia en la oferta de productos; 
y (iv) permitir la inclusión de los productos de los competidores en las cartas o 
menú; y  
 
d) Hacer saber las nuevas condiciones de comercialización de forma fehaciente 
e inequívoca a todos los puntos de venta con los que tiene acuerdos formales o 
informales. 

 
1 De conformidad con el Dictamen de la CNDC, “Los canales de distribución de cervezas y otras 
bebidas presentan dos modalidades de venta: (i) el canal On Premise se refiere al canal minorista 
donde la venta de cerveza se realiza en envase, botella abierta, vaso, tirada, chopp, o similar 
para consumo inmediato, incluyendo a los establecimientos o locales comerciales dedicados 
preponderantemente a la preparación y servicio de alimentos y bebidas de consumo inmediato, 
restaurantes, bares, cantinas, locales bailables u otros similares; (ii) el canal Off Premise se 
refiere al canal minorista donde la cerveza se adquiere en envase o botella cerrada para ser 
consumida fuera del lugar de venta, en un momento posterior. Este canal comprende 
supermercados, autoservicios, almacenes, kioscos, vendedores de bebidas minoristas, o 
establecimientos similares”. 
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La Resolución 866 fue apelada por CMQ pero también por las Denunciantes. Los 
recursos fueron concedidos por la anterior Secretaría de Comercio Interior -
aunque carecía de facultades para ello2- y elevados a la Sala II de la Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal (“CNACCF”). 
 
b) La segunda sanción: la Resolución 96 y la Resolución 133 
 
Tras la imposición de la sanción y mientras su revisión por la CNACCF se 
encontraba en trámite, con fecha 16 y 17 de septiembre de 2021 CICSA y CCU 
denunciaron ante la CNDC que CMQ no había acatado la orden de cese 
impuesta. 
 
CICSA y CCU aportaron prueba para respaldar sus dichos y la CNDC hizo sus 
propias constataciones. En función de ello, el 31 de marzo de 2022 se corrió 
traslado de lo actuado a CMQ para que brinde sus explicaciones en un plazo de 
15 días. CMQ contestó el traslado el 26 de abril, ofreció prueba y, entre otras 
cuestiones, acompañó cartas documento enviadas a los distintos puntos de 
venta en función de lo ordenado por la CNDC en la Resolución 866. No obstante, 
estas cartas documento tendrían mayormente fecha 6 y 7 de abril de 2022. A su 
vez, la notificación a otros autoservicios y puntos de venta se habría realizado el 
26 de abril de 2022. 
 
En consecuencia, el 13 de diciembre de 2022 la CNDC emitió un Dictamen 
aconsejando a la Secretaría de Comercio (i) declarar responsable a CMQ del 

 
2 En rigor, el segundo párrafo del artículo 53 de la LDC establece que “El recurso deberá 
interponerse y fundarse ante la Autoridad de Aplicación dentro de los DIEZ (10) días de notificada 
la resolución. La Autoridad de Aplicación deberá elevar el recurso con su contestación ante la 
Cámara en un plazo de DIEZ (10) días, acompañado del expediente en el que se hubiera dictado 
la resolución recurrida. Se otorgará con efecto suspensivo”. Es decir, la norma no otorga 
facultades a la Secretaría de Comercio para pronunciarse sobre la admisibilidad formal de los 
recursos intentados, sino que prevé que debe simplemente elevarlos a la CNACCF. Así lo 
resolvió la Cámara en innumerables ocasiones, incluyendo la sentencia dictada el 11 de abril de 
2023 en relación con la apelación de la Resolución 866:  
“Una vez más, este Tribunal debe recordarle a la autoridad administrativa que no cuenta con 
facultades para pronunciarse en torno a la admisibilidad formal de la vía intentada. La ausencia 
de todo tipo de referencia normativa en la Ley N°27.442 con relación a la potestad de examinar 
la procedencia formal de la impugnación judicial intentada contra el acto administrativo –ya sea, 
para concederlo o denegarlo-, lleva a concluir que son los jueces los encargados de tal revisión 
(conf. esta Sala, causa n°6761/20 del 22.03.21, causa n°3123/2019 del 23.09.19, entre otras 
muchas). El hecho de que el recurso deba ser presentado ante el órgano o ente administrativo 
que dictó el acto impugnado de ninguna manera implica otorgarle a este último competencia para 
pronunciarse sobre su admisibilidad, debiendo la autoridad administrativa limitarse a remitir el 
recurso y el respectivo expediente al órgano judicial competente (conf. SANGUINETTI, Juan 
Carlos, “Impugnación y control judicial de las sanciones administrativas: sus particularidades a 
la luz de los principios y garantías constitucionales aplicables”, en El Derecho Administrativo, 
Buenos Aires, El Derecho, Volumen: 2020, Edición: 2020. págs. 17-67).  
La conclusión arribada es la que concilia con el principio de celeridad judicial y además es la más 
imparcial y prolija, pues ni la Secretaría de Comercio Interior, ni el futuro Tribunal de Defensa de 
la Competencia pueden hacer las veces de una suerte de primera instancia judicial para llevar a 
cabo un test de admisibilidad formal de los “recursos judiciales” que se le presenten (conf. en 
general respecto a los llamados recursos judiciales directos, MURATORIO, Jorge Algunas 
consideraciones, en A.A.V.N.; Juan acerca del recurso judicial directo Carlos CASSAGNE 
director, Tratado de Derecho Procesal Administrativo T. II, p. 639, Ed. L.L. 2007)”. 
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incumplimiento de la obligación de hacer saber a todos los puntos de venta con 
los que tiene acuerdos formales o informales las nuevas condiciones de 
comercialización de forma fehaciente e inequívoca, impuesta en la Resolución 
866 e (ii) imponer una sanción diaria de 11.467 unidades móviles, de 
conformidad con lo dispuesto por el inciso d) del artículo 55 de la LDC, calculada 
desde el día 9 de septiembre de 2021 -fecha en que se hizo efectiva la sanción 
dispuesta por la Resolución 866- hasta el día 6 de abril de 2022, ambos inclusive. 
 
Esta recomendación fue receptada con fecha 22 de febrero de 2023 por la 
Secretaría de Comercio en su Resolución N° RESOL-2023-96-APN-SC#MEC (la 
“Resolución 96”), aunque en el artículo 2 de su parte dispositiva indicó lo 
siguiente: “Impóngase una sanción diaria de ONCE MIL CUATROCIENTOS 
SESENTA Y SIETE (11.467) unidades móviles, la cual deberá calcularse desde 
el día 9 de septiembre de 2021 inclusive hasta el día 6 de abril de 2022 inclusive, 
totalizando DOSCIENTOS NUEVE (209) días, lo que equivale a la cantidad de 
PESOS NOVECIENTOS CINCUENTA Y SEIS MIL NOVECIENTOS VEINTIUNO 
CON 15/100 ($956.921,15), de conformidad con lo dispuesto por el inciso d) del 
artículo 55 Ley de Defensa de la Competencia N° 27.442”. 
 
Para ese momento, sin embargo, el valor de la unidad móvil se había visto 
actualizado a AR$162,55, por lo que una multa diaria de 11.467 unidades 
móviles por 209 días equivalía a un total de AR$389.635.763,55. 
 
Así las cosas, y por recomendación de la CNDC, el 3 de marzo siguiente la 
Secretaría de Comercio emitió la Resolución N° RESOL-2023-133-APN-
SC#MEC (la “Resolución 133”), en la que ordenó sustituir el artículo 2 de la 
Resolución 96 por el siguiente: “Impóngase a la firma CERVECERÍA Y 
MALTERÍA QUILMES S.A.I.C.A. y G. una sanción de multa diaria de ONCE MIL 
CUATROCIENTOS SESENTA Y SIETE unidades móviles (11.467) de 
conformidad con lo dispuesto en el inciso d) del artículo 55 de la Ley N° 27.442, 
en función de lo previsto en el artículo 1° de la presente medida, la cual deberá 
calcularse desde el día 9 de septiembre de 2021 inclusive hasta el día 6 de abril 
de 2022 inclusive (DOSCIENTOS NUEVE DÍAS) arrojando un total de DOS 
MILLONES TRESCIENTOS NOVENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS TRES 
(2.396.603) unidades móviles pagaderas al valor de la unidad móvil establecido 
al momento en que el acto administrativo sancionatorio quede firme”. 
 
Esta nueva sanción fue cuestionada por CMQ, que planteó su nulidad. En 
paralelo, CMQ también solicitó a la CNACCF el dictado de una medida cautelar 
de no innovar que ordene a la CNDC y la Secretaría de Comercio la suspensión 
de la ejecución de la multa impuesta mediante la Resolución 96 y la Resolución 
133. 
 
c) La suspensión dispuesta por la CNACCF 
 
Sin perjuicio de que la Cámara aún no resolvió la medida cautelar solicitada, con 
fecha 28 de marzo de 2023 la Sala II dispuso: “atento al carácter perentorio del 
plazo dispuesto en los artículos 3° y 4° de la Resolución SCI N°96/23 dictada el 
22 de febrero del año en curso, el objeto y la naturaleza de los actos cuya 
suspensión cautelar se pretende, se observa en la causa la existencia de 
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circunstancias graves y objetivamente impostergables que justifican dictar la 
medida interina que aquella norma prevé. En consecuencia, suspéndanse de 
manera provisoria los efectos de las Resoluciones N° 96/23 y N°133/23 del 
Secretario de Comercio de la Nación, hasta que se resuelva la medida cautelar 
pretendida”. 
 
Es decir, la Sala II de la CNACCF suspendió el pago de la multa impuesta por la 
Resolución 96 y la Resolución 133 hasta tanto se resuelva la medida cautelar. 
Esta decisión fue cuestionada por el Estado Nacional a través de la interposición 
de un recurso extraordinario federal que se encuentra pendiente de resolución. 
 
d) La Sentencia de la Sala II de la CNACCF sobre la Resolución 866  
 
Finalmente, tan solo 10 días hábiles después del dictado de la resolución 
precedentemente descripta, la Sala II de la CNACCF resolvió desestimar los 
recursos de apelación interpuestos por las Denunciantes pero confirmar la 
Resolución 866 (la “Sentencia Confirmatoria”). A su paso, dejó interesantes 
precisiones. 
 
Veamos. 
 
 

II.Algunas cuestiones para pensar y debatir 
 
1) Conducta continuada y ley penal más benigna 
 
Una de las cuestiones más interesantes que plantea la Sentencia Confirmatoria 
es que -a pesar de confirmar la Resolución 866- contradice a la CNDC en cuanto 
a cuál es la ley aplicable. 
 
En efecto, en los puntos 320 y 321 de su Dictamen la CNDC sostuvo que “a fin 
de respetar las garantías de jerarquía constitucional, se deja aclarado que por 
tratarse de una conducta cuya ejecución comenzó durante la vigencia de dos 
normas (una abrogada por la otra), siempre se optará por aplicar aquella que sea 
más beneficiosa para el imputado. En consecuencia, corresponde aplicar la Ley 
N.º 25.156 en lo que hace a la sanción y remedios de la conducta investigada”. 
De ahí que la sanción impuesta fue la máxima prevista en la LDC Derogada 
(AR$150.000.000). 
 
Sin embargo, la Cámara sostuvo que, justamente por tratarse de una conducta 
continuada (algo que no se encontraba muy controvertido, al menos 
fundadamente), no procede el argumento de “Ley penal más benigna” y la ley 
aplicable resulta ser la LDC:  
 
“Sin embargo, cuando el delito es continuo e indivisible jurídicamente, es 
únicamente el ‘momento de la comisión del delito’ el que se prolonga y durante 
el cual rigen dos o más leyes distintas. Pero dado que estas leyes abarcan la 
unidad del delito, aparecen plenamente vigentes -no hay ni ultraactividad o ni 
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retroactividad de alguna de ellas- y de allí que el caso deba resolverse con base 
en el principio general del artículo 73 del Código Civil y Comercial de la Nación 
 
El autor no puede ampararse para mejorar su situación en la circunstancia 
de que un tramo de la acción delictiva desarrollada fue ejecutado bajo una 
ley más benigna, ya que, a pesar de la sanción más grave dispuesta por la 
última norma legal, siguió adelante con su conducta criminal sin adecuar 
su conducta a las nuevas exigencias normativas. Esto se relaciona con lo 
que la Corte Suprema denomina ‘criterio de la buena conducta’, y que será 
fundamental para fijar el hito en que el estado de ilicitud termina como el 
momento de comisión del delito al que alude el art. 2 del Código Penal. De allí 
que tanto la prescripción como la aplicación de la ley penal más benigna, 
son instituciones que sólo benefician a los imputados que demuestran una 
buena conducta, lo que surge cuando el autor desiste de su voluntad de 
mantener la situación antijurídica permanente” (el destacado es propio). 
 
Más allá de que esta solución es debatible, lo que la Cámara sugiere es que la 
CNDC y la Secretaría de Comercio podrían haber sancionado a CMQ por un 
monto mucho mayor, aunque el monto de la sanción es finalmente confirmado. 
Además, esta interpretación deja importantes consecuencias de cara a la 
segunda sanción impuesta por medio de las Resoluciones 96 y 133, ya que si 
bien en esa oportunidad la Secretaría de Comercio volvió a decir en sus 
considerandos que “las prácticas de carácter continuo por las que la firma 
CERVECERÍA Y MALTERÍA QUILMES S.A.I.C.A. y G. fue sancionada, 
continuaron con posterioridad a la sanción impuesta”, la sanción se impuso en 
función del artículo 55 inciso d) de la LDC. Así, si bien CMQ cuestionó que debía 
aplicarse LDC Derogada, parece claro que la Cámara adelanta que la pretensión 
de CMQ a este respecto no prosperará en esa sede. 
 
2) La capacidad interruptiva de las denuncias 
 
Tras haber determinado que la conducta era continuada y que la ley aplicable 
era la LDC y no la LDC Derogada, la cuestión sobre la prescripción de la acción 
se tornó sencilla ya que la actual LDC expresamente la regula para esos casos. 
 
Sin embargo, la Cámara también se detuvo a analizar el cuestionamiento 
realizado por CMQ en relación a la capacidad interruptiva de la denuncia 
interpuesta por Otro Mundo.  
 
Como se explicó, Otro Mundo denunció a CMQ seis meses después que CCU y 
CICSA y finalmente las actuaciones se acumularon. En este escenario, la CNDC 
sostuvo que -tras la interrupción ocasionada de la interposición de la denuncia 
de CCU y CICSA- la denuncia interpuesta por Otro Mundo volvió a interrumpir el 
plazo de prescripción argumentando que “el artículo 55 de la Ley N.° 25.156 que 
expresamente dispone que ‘Los plazos de prescripción se interrumpen con la 
denuncia…’. La mencionada norma, ni tampoco su decreto reglamentario, 

 
3 “Eficacia temporal. A partir de su entrada en vigencia, las leyes se aplican a las consecuencias 
de las relaciones y situaciones jurídicas existentes. Las leyes no tienen efecto retroactivo, sean 
o no de orden público, excepto disposición en contrario. La retroactividad establecida por la ley 
no puede afectar derechos amparados por garantías constitucionales. (...).” 



7 

disponen requisitos ni referencia adicionales, en cuanto a las causales de la 
denuncia, hechos que la sustenten, personas que la realizan, sino que la norma 
es clara y estipula que la denuncia interrumpe los plazos de prescripción”.  
 
Este argumento fue receptado por la Cámara, que sostuvo: “debe ponderarse 
que el legislador al señalar que la interrupción opera ‘con la denuncia’ no 
dio ninguna precisión adicional que permita privar de esos efectos a los 
hechos alegados por otra sociedad, meses después de la denuncia 
original. Es decir, ni del texto de la ley, ni de su Decreto Reglamentario 
N°89/2001 surge alguna conceptualización de la denuncia –vgr. en lo 
relativo a sujetos denunciantes, identidad de esos sujetos, hechos que la 
sustenten, etc.- que permita privar de esos efectos al anoticiamiento que 
realizó Otro Mundo respecto del comportamiento en el mercado de CMQ”. 
 
Si bien este análisis no tiene impacto para el caso de CMQ (en tanto la conducta 
es continuada y el plazo de prescripción sólo comenzaría a contar desde que 
cese en tal conducta), sí podría tenerlo de cara a futuros casos. Esto resulta 
relevante ya que esta interpretación puede dar lugar a abusos, en la medida que 
se interpongan distintas denuncias sin mayores aportes al solo efecto de 
interrumpir la prescripción.  
 
3) La legitimación de las Denunciantes 
 
En la Sentencia Confirmatoria la Sala II también sostiene que las Denunciantes 
no tienen legitimación para apelar la Resolución 866. En concreto, sostiene que 
“En definitiva, el art. 66 de la Ley de Defensa de la Competencia le reconoce al 
denunciante legitimación para ‘apelar’ la desestimación de su presentación mas 
no para venir a esta Cámara a objetar la sanción que se le aplicó a quien imputó 
por considerarla insuficiente” y -siguiendo lo dicho por el Fiscal de Cámara- que 
en cualquier caso “en su Capítulo IX, la Ley N° 27.442 prevé una vía específica 
para la reparación de los daños y perjuicios” 
 
Si bien el razonamiento de la Cámara guarda cierto sentido, es preciso poner de 
resalto que una resolución condenatoria puede generar un agravio irreparable al 
denunciante susceptible de apelación de cara incluso a la acción de daños a la 
que hace alusión la Sala.  
 
En efecto, por ejemplo, el artículo 63 de la LDC prevé que “El juez competente, 
al resolver sobre la reparación de daños y perjuicios, fundará su fallo en 
las conductas, hechos y calificación jurídica de los mismos, establecidos 
en la resolución del Tribunal de Defensa de la Competencia, dictada con 
motivo de la aplicación de la presente ley”, al tiempo que el artículo 65 de la LDC 
reconoce que “Según corresponda, podrán eximir o reducir su 
responsabilidad de reparar los daños y perjuicios a los que se refiere el 
presente capítulo, aquellas personas humanas o jurídicas que se acojan al 
beneficio del programa de clemencia (...)” (el destacado es propio). 
 
Es decir, una potencial acción de reparación de daños y perjuicios estará 
íntimamente vinculada a una resolución condenatoria y probablemente 
impactará directamente en los damnificados. En línea con ello, no puede 
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descartarse sin más la posibilidad de apelar una resolución de este estilo ya que 
es posible que ocasione gravamen irreparable al denunciante. 
 
4) ¿Efecto suspensivo o efecto devolutivo? 
 
Adentrándonos en la segunda sanción impuesta por la Secretaría de Comercio 
por incumplimiento de la orden de cese, es dable destacar que la Secretaría 
parece sugerir que la apelación de la Resolución 96 podría tener efectos 
suspensivos. 
 
En rigor, el artículo 67 de la LDC establece: “(...) La apelación de las multas 
diarias previstas en los artículos 44, 55 inciso d) y de las medidas precautorias 
del artículo 44 se concederán con efecto devolutivo”.  
 
Sin embargo, en los considerandos de la Resolución 133 la Secretaría de 
Comercio aclaró lo siguiente: “por otro lado, se considera conveniente modificar 
la redacción de ese artículo 2° a los fines de que en su texto sólo figure el valor 
de la sanción en unidades móviles, sin agregar su equivalente en valor nominal, 
puesto que si bien al momento del dictado de esa Resolución N° 96/23 de esta 
Secretaría la cantidad total de unidades móviles equivalen a la suma de PESOS 
TRESCIENTOS OCHENTA Y NUEVE MILLONES QUINIENTOS SESENTA Y 
SIETE MIL OCHOCIENTOS DIECISIETE CON SESENTA Y CINCO 
CENTAVOS ($389.567.817,65), ese monto puede verse alterado en el caso 
de que la medida sea apelada, debiendo entonces computarse el valor de 
la Unidad Móvil del año en que la sanción quede firme” (el destacado es 
propio). 
 
Esta frase parece sugerir que, en caso de ser apelada, la multa puede no 
pagarse sino hasta que la sanción quede firme. Dicho de otro modo, que la 
Secretaría de Comercio parecería reconocer a esta apelación efectos 
suspensivos. 
 
En atención a la claridad que ofrece a este respecto la LDC, es posible presumir 
que esta expresión obedece a una confusión de la Autoridad. O, quizás, como 
veremos en el punto siguiente, a la posibilidad de que una decisión judicial podría 
suspender la ejecución de la multa. 
 
5) Cautelar mientras se resuelve la cautelar… 
 
Por último, resulta interesante mencionar la suspensión de la ejecución del pago 
de la multa ordenada por la CNACCF el pasado 28 de marzo, tan solo 10 días 
antes de que la misma Sala resolviera la confirmación de la Resolución 866 y, 
entre otras cuestiones, reconociera que la conducta achacada a CMQ era 
continuada sin determinar su culminación. 
 
Si bien la cuestión de fondo versaría -entre otras cuestiones- sobre si se cumplió 
el procedimiento previsto en la LDC para imponer la sanción dispuesta en la 
Resolución 96 (lo que es un tema trascendental), llama la atención que la 
decisión de la Sala importa justamente otorgar la medida solicitada (no innovar 
y ordenar la suspensión de la ejecución de la multa) pero diciendo que eso se 
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decide “hasta que se resuelva la medida cautelar pretendida”. Lo que, en los 
hechos, importa el otorgamiento de efectos suspensivos a una multa dispuesta 
en razón del artículo 55 inciso d) de la LDC. 
 
 

III.Conclusión 
 
Si bien lo dicho y actuado por ante la CNDC, la Secretaría de Comercio y Sala II 
de la CNACCF ha traído a la luz debates sumamente interesantes, es posible 
anticipar que ninguno de los aquí planteados ha encontrado resolución definitiva 
en tanto es altamente probable que sea la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación la que termine de dirimir todas estas cuestiones. 
 
Hasta entonces, no obstante, será importante tener en cuenta lo resuelto por la 
Sala II de la CNACCF de cara a futuros casos en los que se debatan cuestiones 
similares. 
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